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San Juan 

 
Caso Núm.: 
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(Salón 807) 
 

Sobre: 
Incumplimiento de 

Contrato; 
Enriquecimiento 
Injusto; Daños y 

Perjuicios 

Panel integrado por su presidente, el Juez Rodríguez Casillas, la 

Jueza Méndez Miró y la Jueza Rivera Pérez. 

 

Rivera Pérez, Jueza Ponente 

 
RESOLUCIÓN  

 

En San Juan, Puerto Rico, a 29 de junio de 2022. 

Comparece la parte demandada-peticionaria, Banco Popular 

y otros (en adelante, parte peticionaria) y nos solicita la revisión de 

una Resolución emitida el 13 de diciembre de 2021 y notificada el 

14 de diciembre de 2021 por el Tribunal de Primera Instancia, Sala 

Superior de San Juan (en adelante, TPI).  Mediante dicha 

determinación, el TPI declaró No Ha Lugar una Solicitud de 

Sentencia Sumaria que presentó la parte codemandada-peticionaria, 

el Lcdo. Juan Pizá Ramos (en adelante, notario Pizá Ramos).  

Examinado el recurso presentado, se deniega la expedición del 

auto de certiorari.  

I 

 El 24 de febrero de 2016, la parte demandante-recurrida, el 

Sr. Francisco Javier Gerardo Esteves Vergne (en adelante, el Sr. 

Esteves Vergne), presentó demanda sobre incumplimiento de 
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contrato, enriquecimiento injusto, y daños y perjuicios contra el 

notario Pizá Ramos, el Banco Popular de Puerto Rico (en adelante, 

BPPR) y sus respectivas aseguradoras.1  En síntesis, la parte 

demandante-recurrida expuso en su demanda que adquirió un bien 

inmueble en el municipio de San Juan, mediante un préstamo 

hipotecario con BPPR y que este último se responsabilizó de hacer 

las gestiones necesarias para que se inscribiera en el Registro de la 

Propiedad la escritura de la hipoteca.  Además, la parte 

demandante-recurrida alegó que la gestión de inscripción de la 

propiedad no fue realizada y que debido a esta negligencia no le fue 

posible enajenar o grabar la propiedad.2  Alegó, que como parte de 

su proceso de divorcio había estipulado con su excónyuge para el 

22 de julio de 2015 que la propiedad inmueble se vendería, lo cual 

no fue posible y su ex esposa lo demandó por incumplimiento de la 

estipulación de divorcio.  Expresó al respecto que cuando intentó 

vender la propiedad es que se percató que esta no estaba inscrita a 

su nombre.  

 En su demanda el Sr. Esteves Vergne alegó, respecto al 

trámite de la inscripción del bien inmueble, que fue al notario Pizá 

Ramos, a quien el Registro de la Propiedad le notificó el defecto de 

falta de comprobantes de inscripción por la cantidad de $842.00, 

que impidió la inscripción de la escritura.  La parte demandante 

alega en su demanda que el notario Pizá Ramos nunca subsanó el 

defecto; que le requirió a dicho letrado que subsanara el defecto en 

la inscripción; y que este le informó que el comprobante ya se había 

pagado, pero no les mostró evidencia a esos fines ni realizó trámite 

posterior en el Registro de la Propiedad.  

 
1 Apéndice de Certiorari, a las págs. 1-7.  
2 Al momento de la presentación de la demanda la propiedad no había sido inscrita 

en el Registro de la Propiedad de San Juan.  
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Por último, la parte demandante-recurrida, alegó en su 

demanda que el notario Pizá Ramos se había enriquecido 

injustamente al retener la cuantía de $842.00 que estaba destinada 

para la compra de los sellos e inscripción de la propiedad.  Dicha 

parte solicitó una indemnización de $250,000.00 por concepto de 

daños y perjuicios más costas del litigio y honorarios de abogados.  

 El 19 de abril de 2017, la parte demandada-peticionaria, luego 

de varias solicitudes de prórroga, presentó por derecho propio 

Contestación a la Demanda y Reconvención.3  En su contestación a 

la demanda el notario Pizá Ramos adujo que no incurrió en 

negligencia, pues su obligación era la de presentar las escrituras y 

que es Registrador de la Propiedad quien tiene la facultad de 

inscribir.  Además, negó que la parte demandante-recurrida se 

hubiera comunicado con él para informarle sobre la falta de 

inscripción y que se enteró de la falta de inscripción transcurrido 

más de diez (10) años.  Por último, en su reconvención alegó daños 

y angustias mentales por la cuantía de $600,000.00 y de $75,000.00 

para costas y honorarios de abogados.  

 El 22 de agosto de 2017, el codemandado BPPR presentó su 

Contestación a la Demanda.  En síntesis, argumento que el BPPR no 

era responsable por las actuaciones negligentes y/o culposas del 

notario Pizá Ramos ya que esta es una responsabilidad de carácter 

personalísimo del abogado.  Además, alegó que la causa de acción 

se había tornado académica a raíz de la inscripción de las escrituras 

objeto de controversia el 6 de diciembre de 2016 en el Registro de la 

Propiedad, gestión que hicieron a su costo de forma expedita.  

 El 28 de agosto de 2017, la parte demandante-recurrida 

presentó su Contestación a Reconvención, en la cual negó las 

alegaciones de la parte demandada-peticionaria.  

 
3 Apéndice de Certiorari, a las págs. 8-11. 
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 Así las cosas, el 18 de octubre de 2018, la parte demandada-

peticionaria presentó Solicitud de Sentencia Sumaria.4  El 31 de 

octubre de 2018, la parte demandante-recurrida presentó Oposición 

a Solicitud de Sentencia Sumaria.5 Luego de varios trámites 

procesales, las partes presentaron Moción Conjunta en Cumplimiento 

de Orden Sobre Solicitud de Sentencia Sumaria, mediante la cual las 

partes cumplieron con lo ordenado por el tribunal sobre que 

presentaran los hechos materiales que estipulaban respecto a la 

solicitud de sentencia sumaria.6  

 Luego de haber quedado el asunto sometido ante la 

consideración del TPI, el 13 de diciembre de 2021, dictó Resolución7 

en la cual determinó sobre los hechos que no se encuentran en 

controversia y los que están en controversia. Estos son los 

siguientes:  

 

II- DETERMINACIONES DE HECHOS QUE NO SE 
ENCUENTRAN EN CONTROVERSIA 

 

1. El 31 de agosto de 2004, Esteves realizó la compra 
de un bien inmueble mediante un préstamo 

hipotecario a través de Popular Mortgage, Inc. 
 

2. El Lcdo. Pizá fue el notario que autorizó las 

escrituras de compraventa y de constitución de 
hipoteca. 

 
3. Al momento del cierre, Esteves entregó las 

cantidades necesarias para cubrir los sellos 

notariales y demás gastos de cierre relacionados con 
la compraventa del inmueble. 
 

4. El Lcdo. Pizá tenía la responsabilidad de presentar 
las escrituras en el Registro de la Propiedad. 

 
5. El codemandado Lcdo. Pizá presentó en el Registro 

de la Propiedad exactamente la cantidad pagada por 

Esteves para la inscripción. 
 

6. El Registrador de la Propiedad notificó una falta de 

comprobante de inscripción valorado en $842.00. 
 

7. El codemandado, Lcdo. Pizá, no retuvo para sí dinero 
alguno correspondiente a sellos y comprobantes. 

 
4 Apéndice de Certiorari, a las págs. 12-29. 
5 Apéndice de Certiorari, a las págs. 30-33. 
6 Apéndice de Certiorari, a las págs. 34-45 
7 Apéndice de Certiorari, a las págs. 48-68.  
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8. El 6 de diciembre de 2016, la Escritura de 

Compraventa y la Escritura de Hipoteca, fueron 
finalmente inscritas en el Registro de la Propiedad 

por gestiones realizadas por el codemandado BPPR. 

III- HECHOS QUE SE ENCUENTRAN EN 

CONTROVERSIA: 
 
1. Si el Lcdo. Pizá atendió de manera diligente la 

notificación del Registro de la Propiedad sobre el defecto 
que imposibilitó la inscripción de la Escritura de 

Compraventa en el año 2004. 
 
2. Si el Lcdo. Pizá, al enterarse del defecto, se le 

informó a Esteves para requerirla la cantidad de dinero 
adicional requerida por el Registro de la Propiedad, y si 
este se negó a aportarlo. 

 
3. Si debido a un error o negligencia, la empleada 

del Registro de la Propiedad le aseguró al Lcdo. Pizá que 
el documento pendiente a inscribirse no estaba 
notificado. 

 
4. Si el Lcdo. Pizá advino en conocimiento de la falta 

de inscripción de la Escritura de Compraventa luego de 

transcurrido más de diez (10) años. 

Por último, el TPI declaró No Ha Lugar mediante la Resolución 

recurrida la Solicitud de Sentencia Sumaria presentada por la parte 

demandada-peticionaria al concluir que existen controversias de 

hechos esenciales y materiales, por lo cual no era adecuado el caso 

para resolverlo por la vía sumaria.8  

 El 29 de diciembre de 2021, la parte demandada-peticionaria 

presentó Moción Solicitando Reconsideración.9 La parte demandante-

recurrida presentó el 14 de febrero de 2022 su Oposición a ¨Moción 

Solicitando Reconsideración¨.10  Finalmente, el 9 de mayo de 2022, 

el TPI declaró No Ha Lugar la Moción Solicitando Reconsideración.11  

 Inconforme, el 8 de junio de 2022, el notario Pizá Ramos 

acude ante nos mediante recurso de certiorari y plantea que se 

cometió el siguiente error:  

Incidió en error el Honorable Tribunal de Primera 

Instancia, Sala de San Juan, al dictar Resolución 
denegando una solicitud de Sentencia Sumaria a pesar 

 
8 Id., a la pág. 67. 
9 Apéndice de Certiorari, a las págs. 69-73. 
10 Apéndice de Certiorari, a las págs. 74-81.  
11 Apéndice de Certiorari, a las págs. 82-84.  
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de la parte demandante no haber presentado 
declaración jurada sustentando su posición y no haber 

enmendado oportunamente la demanda para incluir 
otra causal que no fuera apropiación ilegal de los sellos.  

 

 El 23 de junio de 2022, la parte demandante-recurrida 

compareció mediante Oposición a que se Expida Auto de Certiorari.  

Por tanto, con el beneficio de la comparecencia de ambas partes 

procedemos a resolver.  

-II- 

-A- 

 El certiorari es el vehículo procesal discrecional que le permite 

a un tribunal de mayor jerarquía revisar las determinaciones de un 

tribunal inferior. IG Builders et al. v. BBVAPR, 185 DPR 307, 337–

338 (2012). La característica distintiva de este recurso se asienta en 

la discreción que se le encomienda al tribunal revisor para autorizar 

su expedición y adjudicar sus méritos. Íd. Es decir, distinto a las 

apelaciones, el tribunal de jerarquía superior tiene la facultad de 

expedir el certiorari de manera discrecional. García v. Padró, 

165 DPR 324 (2005). 

La Regla 52.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 52.1, 

establece la autoridad limitada de este Tribunal para revisar las 

órdenes y las resoluciones interlocutorias que dictan los tribunales 

de instancia por medio del recurso discrecional del certiorari. La 

Regla 52.1, supra, dispone, en su parte pertinente, lo siguiente: 

El recurso de certiorari para revisar resoluciones u 
órdenes interlocutorias dictadas por el Tribunal de 

Primera Instancia, solamente será expedido por el 
Tribunal de Apelaciones cuando se recurra de una 

resolución u orden bajo las Reglas 56 y 57 o de la 
denegatoria de una moción de carácter dispositivo. No 
obstante, y por excepción a lo dispuesto anteriormente, 

el Tribunal de Apelaciones podrá revisar órdenes o 
resoluciones interlocutorias dictadas por el Tribunal de 
Primera Instancia cuando se recurra de decisiones 

sobre la admisibilidad de testigos de hechos o peritos 
esenciales, asuntos relativos a privilegios evidenciarios, 

anotaciones de rebeldía, en casos de relaciones de 
familia, en casos que revistan interés público o en 
cualquier otra situación en la cual esperar a la 

apelación constituiría un fracaso irremediable de la 

https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2027505687&pubNum=0002995&originatingDoc=I46cc5d3f903a11e6b73588f1a9cfce05&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_337&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)#co_pp_sp_2995_337
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2027505687&pubNum=0002995&originatingDoc=I46cc5d3f903a11e6b73588f1a9cfce05&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_337&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)#co_pp_sp_2995_337
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2027505687&pubNum=0002995&originatingDoc=I46cc5d3f903a11e6b73588f1a9cfce05&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_337&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)#co_pp_sp_2995_337
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2006987397&pubNum=0002995&originatingDoc=I706184501f2f11e49488c8f438320c70&refType=RP&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2006987397&pubNum=0002995&originatingDoc=I706184501f2f11e49488c8f438320c70&refType=RP&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2006987397&pubNum=0002995&originatingDoc=I706184501f2f11e49488c8f438320c70&refType=RP&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)
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justicia. Al denegar la expedición de un recurso de 
certiorari en estos casos, el Tribunal de Apelaciones no 

tiene que fundamentar su decisión. 
 

 Si ninguno de estos elementos está presente en la petición 

ante la consideración de este Tribunal, procede abstenerse de 

expedir el auto, de manera que se continúen los procedimientos del 

caso, sin mayor dilación, ante el Tribunal de Primera Instancia. 

García v. Asociación, 165 DPR 311, 322 (2005); Meléndez Vega v. 

Caribbean Intl. News, 151 DPR 649, 664 (2000); Lluch v. España 

Service Sta., 117 DPR 729, 745 (1986). 

De conformidad, para determinar si procede la expedición de 

un certiorari se debe acudir a la Regla 40 del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40. El tribunal 

tomará en consideración los siguientes criterios al determinar la 

expedición de un auto de certiorari o de una orden de mostrar causa: 

(A) Si el remedio y la disposición de la decisión 

recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 
contrarios a derecho. 

 

(B) Si la situación de hechos planteada es la más 
indicada para el análisis del problema. 

 
(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 

manifiesto en la apreciación de la prueba por el 

Tribunal de Primera Instancia. 
 

(D) Si el asunto planteado exige consideración más 
detenida a la luz de los autos originales, los cuales 
deberán ser elevados, o de alegatos más 

elaborados.  
 
(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 

caso es la más propicia para su consideración. 
 

(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa no causan un fraccionamiento indebido del 
pleito y una dilación indeseable en la solución final 

del litigio. 
 
(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa evita un fracaso de la justicia. 
  

 Nuestro Foro más Alto ha expresado también que “de 

ordinario, el tribunal apelativo no intervendrá con el ejercicio de la 

discreción del tribunal de instancia, salvo que demuestre que hubo 
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un craso abuso de discreción, o que el tribunal actuó con perjuicio 

o parcialidad, o que se equivocó en la interpretación o aplicación de 

cualquier norma procesal o derecho sustantivo, y que nuestra 

intervención en esa etapa evitará un perjuicio sustancial”. (Cita 

omitida). Zorniak Air Servs. v. Cessna Aircraft Co., 132 DPR 170, 181 

(1992). 

Sobre la discreción, el Tribunal Supremo ha reconocido que 

es “el más poderoso instrumento para hacer justicia reservado a los 

jueces[.]” Rodríguez v. Pérez, 161 DPR 637, 651 (2004). Nuestro Foro 

más Alto ha definido la discreción como una forma de razonabilidad 

aplicada al discernimiento judicial para llegar a una determinación 

justa. Pueblo v. Rivera Santiago, 176 DPR 559, 580 (2009). Ahora 

bien, esa discreción no significa que se pueda actuar en una forma 

u otra, haciendo abstracción del resto del derecho. Íd.; Negrón v. 

Srio. de Justicia, 154 DPR 79, 91 (2001). Ello constituiría un abuso 

de discreción.  

En ese sentido, la jurisprudencia ha establecido ciertas guías 

para determinar cuándo un tribunal ha incurrido en abuso de 

discreción. En específico, se han señalado las siguientes: (1) cuando 

el juez no toma en cuenta e ignora en la decisión que emite, sin 

fundamento para alguno, un hecho material importante que no 

podía ser pasado por alto; (2) cuando el juez sin fundamento alguno 

concede gran peso y valor a un hecho irrelevante e inmaterial y basa 

su decisión exclusivamente en éste; (3) o cuando el juez, a pesar de 

considerar los hechos materiales e importantes y descartar los 

irrelevantes, los sopesa y calibra livianamente. Pueblo v. Rivera 

Santiago, supra, págs. 580-581. 

De acuerdo con lo anterior, este Foro no intervendrá con el 

ejercicio de la discreción del TPI, salvo que se demuestre que hubo 

“un craso abuso de discreción, prejuicio, error manifiesto o 

parcialidad”. Trans-Oceanic Life Ins. v. Oracle Corp., 184 DPR 689, 
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709 (2012); Zorniak Air Servs. v. Cessna Aircraft Co., 132 DPR 170, 

181 (1992). 

-III- 

La parte demandada-peticionaria nos plantea como su único 

error que incidió el TPI al dictar Resolución denegando su solicitud 

de Sentencia Sumaria a pesar de que la parte demandante-recurrida 

no presentó declaración jurada sustentando su posición y no 

enmendó de forma oportuna la demanda para incluir otra causal 

que no fuera apropiación ilegal de los sellos de las escrituras.  

Según expresado anteriormente, la Regla 52.1 de 

Procedimiento Civil, supra, limita las instancias en las que una 

determinación interlocutoria es susceptible de ser revisada por este 

foro intermedio.  Además de las instancias específicas que se 

enumeran en la regla, este Tribunal puede revisar cualquier 

determinación que concierna la denegatoria de una moción de 

carácter dispositivo, como lo es la denegatoria de una solicitud de 

sentencia sumaria.  

Sin embargo, la expedición del recurso de certiorari al amparo 

de la Regla 52.1 de Procedimiento Civil, supra, no opera por si sola; 

sino que debe estar anclada en una de las razones de peso que 

establece la Regla 40 de este Tribunal, supra.  

Del examen minucioso del expediente se concluye que este 

caso no presenta alguno de los siete criterios de la Regla 40 del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, supra. Además, no 

presenta una situación por la cual se deba expedir el auto solicitado 

por el notario Pizá Ramos.  En la etapa procesal en la cual se 

encuentra el caso no procede intervenir con el dictamen del TPI.  

-IV- 

Por los fundamentos antes expuestos, se deniega la 

expedición del auto de certiorari.  
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 Lo acordó el Tribunal y lo certifica la Secretaria del Tribunal 

de Apelaciones. 

 
 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


